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08 / 2010 
 
 
ACTA DE LA SESSIÓ EXTRAORDINÀRIA DEL PLE DE L’AJUNTAMENT DEL DIA 21 DE MAIG 
DE 2010.-  
 
A Vinaròs, sent les tretze hores del dia 21 de maig de dos mil deu, es reuneixen, en primera 
convocatòria, al Saló de Sessions de la Casa Consistorial baix la Presidència de l’alcalde, Sr. Jorge 
L. Romeu Llorach, assistit pel secretari accidental, Sr. Jordi Romeu Granados i l’Interventor 
municipal, Sr. Andrés V. García García, i els següents senyors regidors: 
 
PSPV-PSOE 
LIBRADA LÓPEZ MIRALLES 
AGUSTÍN GUIMERÁ RIBERA 
VICENT ANDREU ALBIOL QUER 
MARÍA JOSÉ FERRER REDÓN  
JUAN ANTONIO BELTRÁN PASTOR 
MARÍA ISABEL SEBASTIÁ FLORES 
 
PVI 
JAVIER BALADA ORTEGA 
MARÍA DEL CARMEN OBIOL AGUIRRE 
MARIA DOLORES MIRALLES MIR 
 
BLOC  
DOMÉNEC FONTANET I LLÀTSER 
 
PP 
JUAN BAUTISTA JUAN ROIG 
ERNESTO MOLINOS REDÓ 
LUIS GANDÍA QUEROL  
Mª DEL MAR MEDINA TERRA 
MERCEDES BAILA BLANCHADELL 
AMPARO MARTÍNEZ ALBIOL 
JUAN MARIANO CASTEJÓN CHALER 
ELISABET FERNÁNDEZ MILLAN 
JOAQUÍN TORRES BOIX 
MARCELA BARBÉ BELTRÁN 
 
 
Obert l’acte per la Presidència, i existint quòrum suficient, es procedeix a tractar l’assumpte de 
l’ordre del dia que a continuació es relaciona. 
 
 
ÚNIC.- REQUERIMENT REALITZAT PER LA SUBDELEGACIÓ DEL GOVERN A CASTELLÓ, 
RELATIU A ANUL·LACIÓ D’ACORD PLENARI DE SESSIÓ DE DATA 9 DE MARÇ DE 2010.- 
Atés el requeriment, de data 3 de maig de 2010, realitzat per la Subdelegació del Govern a 
Castelló, relatiu a anul·lació d’acord plenari de sessió de data 9 de març de 2010, que literalment 
diu: 
 
“Como consecuencia de la comunicación que dos Concejalas de ese Ayuntamiento, Portavoces 
respectivamente del Grupo Municipal Socialista y del Partido de Vinaròs Independiente, dirigieron a 
este Organismo en fecha 20 de abril pasado en relación con determinado acuerdo adoptado por 
esa Corporación el día 9 de marzo anterior, y a los efectos previstos en el artículo 56.2 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, por esa Subdelegación del Gobierno se solicitó de esa Alcaldía la siguiente 
documentación: 
 

- Copia certificada del referido acuerdo. 
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- Copia de los informes emitidos al efecto por Secretaría o Intervención. 
- Copia de los acuerdos que resultaban modificados por el ahora adoptado. 

 
Recibida dicha documentación y tras su análisis, resulta y se considera lo siguiente: 
 

I 
 
Que en sesión plenaria de 9 de marzo de 2010, la Corporación que Vd. Preside procedió a la 
aprobación, por 11 votos a favor y 10 en contra, la moción presentada por el Portavoz del Grupo 
Municipal Popular, por la que fue propuesto modificar determinados acuerdos, adoptados por la 
Corporación en sesiones de 27 y 31 de julio de 2007 y cuyo contenido puede concretarse en los 
siguientes puntos: 
 
Primero: Eliminar el régimen de dedicación exclusiva del primer Teniente de Alcalde. 
 
Segundo: Eliminar el régimen de dedicación parcial del Concejal de Hacienda. 
 
Tercero: Modificar el régimen de dedicación exclusiva de la Alcaldía-Presidencia, rebajándolo de 
51.996 euros a 24.000. 
 
Cuarto: Modificar el régimen de indemnizaciones y asistencias en los aspectos siguientes: 
 

a) Junta de Portavoces: Se convocaran 2 Juntas de Portavoces al mes con una retribución de 
200 euros por asistencia; a excepción de aquel Concejal que dispone de dedicación 
exclusiva.. 

b) Junta de Gobierno: Las asistencias serán de 50 euros por sesión con un máximo de 4 al 
mes, a excepción de aquel Concejal que dispone de dedicación exclusiva. 

c) Presidencias de Comisiones: Todas las presidencias de las comisiones se retribuirán con 
300 euros con un máximo de una por Concejal y mes. 

d) Pleno: Serán retribuidos a 150 euros la asistencia con un máximo de 1 al mes; a excepción 
de aquel Concejal que dispone de dedicación exclusiva. 

 
II 

 
En relación con dicho acuerdo y por las razones que se expresan, esta Subdelegación del Gobierno 
considera que en su adopción han sido vulnerados los preceptos del ordenamiento Jurídico que a 
continuación señalan. 
 
PRIMERO: La moción carece de los requisitos al efecto establecidos en el Real Decreto 2568/1986, 
de 28 de noviembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades 
Locales. 
 
Así, en el artículo 91.4 de dicho Reglamento se determina que “en las sesiones ordinarias, 
concluido el examen de los asuntos incluidos en el orden del día y antes de pasar al turno de 
ruegos y preguntas, el Presidente preguntará si algún grupo político desea someter a la 
consideración del Pleno por razones de urgencia, algún asunto no comprendido en el orden del día 
que acompañaba a la convocatoria y que no tenga cabida en el punto de ruegos y preguntas. Si así 
fuere, el portavoz del grupo proponente justificará la urgencia de la moción y el Pleno votará, acto 
seguido, sobre la procedencia del debate. Si el resultado de la votación fuera positivo se seguirá el 
procedimiento previsto en el artículo 93 y siguientes de este Reglamento”.  
 
En consecuencia, tal como se desprende de precepto transcrito, los requisitos exigidos para el 
ejercicio de este derecho son los dos siguientes: 
 
1º) Que por el Concejal proponente se formule la correspondiente exposición o justificación del 
proyecto de acuerdo en que la moción consiste. 
 
2º) Que el Pleno ratifique su inclusión en la sesión, por acuerdo adoptado por mayoría simple. 
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Todo ello implica que no basta con que se relacionen los asuntos a tratar, sino que, al objeto de 
que pueda ser apreciada la urgencia por el Pleno, han de razonarse los motivos justificativos de su 
inclusión en esa sesión, evitándose así peticiones infundadas, con las que solamente se 
pretendiera la obstaculización de la actividad municipal.  
 
A tal respecto y con carácter general habría que entender que existen razones de urgencia cuando 
los efectos de la moción que se propone quedarían frustrados como consecuencia de su no 
inclusión en dicha sesión, o cuando, tal como tiene declarado el Tribunal Supremo, de nada serviría 
el acuerdo propuesto para alcanzar su fin si se demora su adopción hasta la celebración de la 
próxima sesión plenaria. 
 
De lo anterior se puede concluir que la moción, como instrumento de intervención en el Pleno, ha 
de utilizarse con carácter restrictivo y excepcional, sin que deba convertirse en una herramienta que 
enerve la competencia del Alcalde de fijar el orden del día, máxime, teniendo en cuenta que con la 
introducción de mociones se elude el control previo de legalidad, constituido por los reglamentarios 
informes jurídicos y económicos, con el que se busca conseguir la adecuación al ordenamiento 
jurídico aplicable y a la disponibilidad económica de la Corporación, de los acuerdos cuya adopción 
se pretende. 
 
Asimismo y en línea con lo expuesto, considera la doctrina que la motivación o justificación ha de 
ser directamente proporcional a la importancia del acuerdo a adoptar, y si como en el presente caso 
decide cuestiones relativas a la organización municipal, que tienen notable repercusión en el 
funcionamiento de la Corporación, que suponen una disminución del número de Concejales con 
dedicación exclusiva o que afecta a sus retribuciones, la justificación no ha de ser parca, sino por el 
contrario, suficientemente fundada al efecto. 
 
Pues bien, según se desprende de la documentación analizada, en el caso que nos ocupa resulta 
notoria la inconcreción de los motivos que se dan para justificar la moción, que combina 
generalidades como: la situación económica, la reducción de gastos, el “desafío” del equipo de 
gobierno, la disminución de actividad de los servicios técnicos o la falta de diálogo del Concejal de 
Urbanismo. Que pueden constituir motivos legítimos de discrepancia, pero no precisamente 
aparecen como suficientemente motivadores de la moción que se presenta de forma urgente. 
 
En consecuencia, a juicio de esta Subdelegación del Gobierno, en la presentación de la moción en 
cuestión no son suficientemente expuestas las razones fácticas y jurídicas que existen en el 
transfondo de la decisión, todo ello en los términos declarados por el Tribunal Supremo y a efectos 
de comprobación de su adecuación al fin con la misma se persigue. 
 
SEGUNDO: En el acuerdo adoptado no se ha seguido el procedimiento establecido para ello. 
 
A tal respecto, el artículo 13.4 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre establece que “el 
Pleno corporativo, a propuesta del Presidente determinará, dentro de la consignación global 
contenida a tal fin en el Presupuesto, la relación de cargos de la Corporación que podrán 
desempeñarse en régimen de dedicación exclusiva y, por tanto, con derecho a retribución, así 
como las cuantías que correspondan a cada uno de ellos en atención a su grado de 
responsabilidad. El nombramiento de un miembro de la Corporación para uno de estos cargos sólo 
supondrá la aplicación del régimen de dedicación exclusiva si es aceptado expresamente por aquél, 
en cuyo caso esta circunstancia será comunicada al Pleno en la siguiente sesión ordinaria”. 
 
Por tanto, se entiende que corresponde al Presidente de la corporación, de manera exclusiva y 
excluyente, la iniciativa para proponer al Pleno el número de Concejales que podrán desempeñar 
su cargo en régimen de dedicación exclusiva o parcial, así como la retribución que en cada caso se 
considere procedente, correspondiendo al Pleno la competencia de manifestar su conformidad o 
disconformidad mediante la aprobación o no de la moción, sin que quepa que sea órgano distinto 
de la Alcaldía, por ejemplo otro grupo político, quien formule la propuesta. 
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Esta competencia de iniciativa y propuesta que ostenta el Alcalde-Presidente no es una mera 
atribución formal, sino material o sustantiva, pues la potestad de ejercer dicha propuesta es una 
manifestación de las facultades del Alcalde, directa y plenamente puesta en relación las de 
dirección y gobierno de la Administración municipal. 
 
Entender lo contrario supone asumir que el Pleno puede disponer de una materia que forma parte 
del núcleo esencial de las atribuciones del Alcalde, recogidas en el artículo 21.1 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en el que se establece que al Alcalde-
Presidente de la Corporación corresponde “Dirigir el gobierno y la administración municipal”, así 
como el nombramiento de los Tenientes de Alcalde. 
 
Por tanto, no se cuestiona que el sea el Pleno el órgano competente para determinar el número de 
cargos a desempeñar en régimen de dedicación exclusiva o parcial, lo que se considera contrario a 
derecho es la competencia de iniciativa que se arroga un Órgano municipal distinto, ya que, como 
queda expuesto, se entiende que dicha facultad y en virtud del título competencial de dirección del 
gobierno municipal, solamente corresponde al Alcalde-Presidente. 
 
En consecuencia, considera esta Subdelegación del Gobierno que con la propuesta de moción que 
formula el Grupo Municipal del Partido Popular y habida cuenta el contenido de la misma, se 
produce una extralimitación competencial que como queda expresado en los párrafos precedentes, 
invade las competencias de dirección y gobierno municipal que el ordenamiento jurídico reserva al 
Alcalde-Presidente de cada Corporación, con lo que, en definitiva, resultan conculcados tanto la 
letra como el espíritu del artículo 13.4 del Reglamento de Organización y Funcionamiento, así como 
del artículo 21.1 de la referida Ley 7/1985.  
 
TERCERO: En otro orden de cosas, la aprobación de determinados puntos del contenido de la 
moción, por su especialidad y tal y como expresado por el Secretario de la Entidad Local en el acto 
de la sesión, requiere que se siga un procedimiento diferente al utilizado. 
 
Es el caso de la modificación del régimen de sesiones de la Junta de Portavoces, fijado por 
acuerdo plenario de 28 de junio de 2007, en el que queda clara y expresamente recogida la 
naturaleza de Reglamento Orgánico Municipal que dicho acuerdo tiene o se le atribuye, que exige 
para su aprobación o modificación mayoría especial, sometimiento al trámite de información pública 
y posterior pronunciamiento plenario sobre posibles reclamaciones.  
 
Por consiguiente, atendida la naturaleza orgánica que se le reconoce y declara a dicho acuerdo y 
de conformidad con lo que al respecto determina el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
puesto en relación con el artículo 47.2.f) del mismo Texto Legal y con el 54.1.2b) del Real Decreto 
Legislativo 781/1986, de 18 de abril, ha de concluirse, coincidiendo plenamente con el contenido 
del informe de Secretaría aludido, que para la modificación del régimen de sesiones de la Junta de 
Portavoces de esa Corporación, el procedimiento habrá de comprender las siguientes fases: 
 

- Informe preceptivo de Secretaría. 
- Aprobación provisional por el Pleno. 
- Sometimiento al trámite de información pública. 
- Aprobación definitiva. 

 
Pues bien, de la documentación remitida se desprende que en este punto, el procedimiento seguido 
ha omitido trámites de importancia esencial como el informe previo y el de información pública, lo 
que supone que –al igual que la infracción recogida en el fundamento SEGUNDO—haya de ser 
calificada de vicio de nulidad, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 62.1.e) de la Ley 30/1992, 
de Régimen Jurídico de la Administraciones Públicas. 
 
 
dictamen de la Comissió Informativa de Governació de data 14 de maig de 2010. 
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S’aixeca la sessió a les 9.45 hores del dia que consta a l’encapçalament, de la qual cosa, com a 
secretari accidental, estenc aquesta acta amb el vist i plau del Sr. alcalde.  
  

 Vist-i-plau 
El secretari acctal. L’alcalde 

 
 
Jordi Romeu Granados Jorge Romeu Llorach 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


